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AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisión de Bienestar Social y Asuntos de la Vejez del Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, recomienda la aprobación del P. del S. 683, con las enmiendas.
ALCANCE DE LA MEDIDA

El proyecto proponer establecer la “Ley para Reconocer la Profesión del Trabajo Social como un Servicio Esencial en Situaciones de Emergencia”, a los fines de reconocer a la profesión del trabajo social como una esencial para la preparación, respuesta y recuperación de situaciones de emergencia y así garantizar los servicios ofrecidos por profesionales del trabajo social mediante la creación de protocolos, la provisión de materiales, equipos y recursos de seguridad y protección, la provisión de equipos y materiales para el desempeño profesional, la participación en capacitación profesional y el ofrecimiento de incentivos económicos y créditos contributivos a profesionales del trabajo social, así como los reportes estadísticos de profesionales afectados; y para otros fines relacionados.
INTRODUCCIÓN
La Exposición de Motivos de la legislación comienza definiendo el concepto de Trabajo Social según la Federación Internacional de Trabajo Social, la cual lo define como “una profesión basada en la práctica y una disciplina académica que promueve el cambio y el desarrollo social, la cohesión social, y el fortalecimiento y la liberación de las personas. Los principios de la justicia social, los derechos humanos, la responsabilidad colectiva y el respeto a la diversidad son fundamentales para el Trabajo Social”. Se destaca como un aspecto importante del Trabajo Social el abogar por los derechos de las personas en todos los niveles y facilitar los resultados para que las personas asuman la responsabilidad por el bienestar del otro, se den cuenta y respeten la interdependencia entre las personas y entre las personas y el medio ambiente.
En Puerto Rico, la profesión cuenta con más de ochenta (80) años de existencia y está regulada por la Ley Núm. 171 del 11 de mayo de 1940, según enmendada, conocida como “Ley del Colegio y de la Junta Examinadora de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico”. La mencionada ley establece que para poder ejercer la profesión de trabajo social en Puerto Rico se debe cumplir con los siguientes requisitos: grado académico en Trabajo Social, licencia provisional o permanente emitida por la Junta Examinadora de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico, cumplir con doce (12) horas anuales de educación continuada y ser parte del Colegio de Profesionales del Trabajo Social (en adelante, Colegio). 
De acuerdo a datos provistos por el Colegio, en el país existen más de siete mil (7,000) profesionales licenciados y colegiados en Trabajo Social, de los cuales un 62 % cuenta con grado de bachillerato y 38 % con grados de maestría o doctorado. Estos profesionales se encuentran en diversos escenarios públicos y privados, laborando en contextos comunitarios, educativos, clínicos y forenses, en constante interacción con personas a nivel individual, familiar, grupal, comunitario u organizacional. El Departamento de Educación y el Departamento de la Familia son los principales empleadores de profesionales del Trabajo Social en el sector público. Del mismo modo, en años recientes, se muestra un incremento en los servicios del Trabajo Social que se ofrecen desde el sector privado. La formación académica para ejercer la profesión está acreditada por organismos en Puerto Rico y la mayoría de los programas cuentan con la acreditación especializada del Council on Social Work Education. Además, Puerto Rico cuenta con profesionales con una formación generalista en el nivel de bachillerato y otros con estudios especializados a nivel de maestría y doctorado en las áreas de familias, clínica, comunidades, servicios directos, administración y supervisión, forense, análisis de política social y administración de programas sociales.
Como parte del ejercicio de la profesión, los profesionales del trabajo social ofrecen servicios directos a familias y comunidades en áreas de protección, salud, seguridad, bienestar social, educación, vivienda, prevención y desarrollo económico, entre otras. También sus funciones se han hecho más necesarias y se han ampliado a través de la investigación, los proyectos de apoyo comunitario, la asesoría en políticas sociales y la evaluación de programas, laborando en agencias centrales del Gobierno, así como en organizaciones sin fines de lucro, empresas y el ejercicio independiente o de contratación por servicios profesionales, entre otras.
Se destaca que, en el contexto de la emergencia mundial originada por el COVID-19, los servicios sociales han sido declarados como servicios esenciales, ya que para hacer frente y superar la emergencia sanitari, mundial y social fue necesaria la actuación desde diversos ámbitos, entre ellos el ámbito de los servicios sociales. Ya en el año 2006 la Comisión Europea, en aplicación del Programa Comunitario Lisboa, declaró a los Servicios Sociales de interés general en la Unión Europea: “Los servicios sociales son servicios sociales esenciales con una función preventiva y de cohesión social que aportan una intervención facilitadora de la inclusión social y garantizan la realización de los derechos fundamentales” La comunicación recoge que el sistema ejerce una función preventiva y de fomento de la cohesión social, facilitando atención personalizada para favorecer la inclusión de las personas en la sociedad y garantizar el ejercicio de derechos fundamentales.
Se menciona además que, en períodos de emergencia o desastre se presentan necesidades en las personas afectadas que tienen un serio impacto y que requieren atención a nivel material, psicológico, social y económico, períodos en los cuales las personas profesionales trabajadoras sociales no cesan funciones. Por ejemplo, en la década de 1920, de acuerdo a estudios e investigaciones históricas, se trajeron desde los Estados Unidos de América los primeros trabajadores sociales como consecuencia de los efectos sociales vividos cuando surgieron enfermedades tales como la malaria y la tuberculosis. Años más tarde, se registran servicios de trabajadores sociales brindando atención profesional en la línea de crisis y orientación en la explosión de Río Piedras, en los ataques terroristas del 11 de septiembre, a familias afectadas por deslizamientos de terrenos y pérdidas de sus hogares en los huracanes Hugo, Georges, Irma y María.
Desde marzo de 2020, ante la pandemia por el COVID-19, los trabajadores sociales han estado laborando ofreciendo servicios, tanto presenciales como virtuales, en hospitales, clínicas de salud física y mental, unidades de investigaciones especializadas (emergencias sociales) y comunidades. Algunas de las funciones que ejercen los profesionales se encuentran: intervenciones en crisis emocionales, familiares, comunitarias; entrevistas para explorar necesidades psicosociales de las personas afectadas e identificación de recursos necesarios; coordinación de servicios; identificación de ideaciones suicidas o efectos adversos a la salud mental ante el evento traumático; investigaciones sociales de referidos de maltrato a personas menores de edad y personas adultas mayores; atención de situaciones de violencia de género, brindando acompañamiento y coordinando servicios a la sobreviviente; apoyo psicosocial a personas en clínicas de salud u hospitales; coordinaciones de servicios de salud mental y física, vivienda, educativos, ocupacionales, entre otros; manejo de casos de personas o familias con necesidades; investigaciones sociales y censos comunitarios y apoyo en los procesos de organización de las comunidades; facilitación de grupos socioeducativos con niños, niñas, jóvenes, personas en adultez mayor; entre otras funciones afines.
Es por las razones antes expuestas que la profesión se ha mantenido indispensable a través del curso histórico de Puerto Rico en la defensa de los derechos humanos y asegurar los servicios necesarios para la población, incluyendo durante desastres socio-ambientales y emergencias de salud pública.

Los anteriores asuntos, entre otros, dan base a promover legislación en la cual se reconozca que los servicios sociales y la profesión de trabajo social sean considerados como un servicio esencial en Puerto Rico. La labor profesional que realizan ha sido crucial en la atención de situaciones con efectos directos sobre la salud y estado emocional de un individuo frente a circunstancias que generan dificultades o afectan su autonomía personal y familiar que pudieran provocar efectos directos en su calidad de vida y en su integración como parte de la sociedad y el entorno familiar en cual vive. 
ALCANCE DEL INFORME

Para realizar el correspondiente análisis del P. del S. 683, la Comisión recibió el La Memorial Explicativo del Colegio de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico con la participación de la pasada presidenta, Dra. Mabel T. López Ortiz y del presidente actual, Dr. Larry E. Alicea-Rodríguez. Igualmente, esta legislación fue presentada durante la Decimoctava Asamblea Legislativa como el P. del S. 1646, la cual quedó pendiente de acción legislativa en la Comisión de Seguridad Pública y la Comisión de Bienestar Social y Asuntos de Familia. No obstante, se han utilizado para el análisis de del P. del S. 683, los Memoriales Explicativos recibidos en el año 2020 de la Asociación Nacional de Escuelas de Trabajo Social, Inc. y de la Junta Examinadora de Profesionales del Trabajo Social en Puerto Rico, quienes presentaron sus comentarios en el entonces P. del S. 1646, el cual tiene los mismos propósitos de la legislación objeto de este informe.

Esta legislación propone establecer un crédito contributivo como parte de los incentivos para los profesionales del trabajo social. La Comisión realizó varias gestiones para recibir los comentarios del Departamento de Hacienda sobre el particular, en cambio, a pesar de las gestiones y comunicaciones sostenidas con personal del Departamento, no se recibieron los comentarios solicitados.
ANÁLISIS DE LA MEDIDA
I) LA POSICIÓN DEL COLEGIO DE PROFESIONALES DE TRABAJO SOCIAL DE PUERTO RICO (CPTSPR) es de avalar y apoyar la legislación reconociendo que le hace justicia a la clase profesional y sobre todo a las personas, familias, comunidades y organizaciones en las cuales ofrecen servicios desde hace más de 80 años.
Mencionan que en el año 2020 sometieron un borrador de legislación que luego se convirtió en P. del S. 1646. Esa pieza fue producto de discusiones colectivas entre profesionales e investigaciones que habíamos realizado. Según el Memorial, la matrícula entendió que sus funciones estaban siendo indispensables en momentos de emergencias, sin embargo, se ha dado una invisibilización no solo en reconocimiento de las funciones, sino en las protecciones e incentivos que ameritan estar atendiendo la complejidad de las situaciones sociales que enfrenta Puerto Rico. A pesar de que el proyecto no fue aprobado, el CPTSPR ha seguido con campañas de orientación a la comunidad sobre la relevancia del Trabajo Social. Establecen que, lamentablemente aún, como profesionales, no tienen unas garantías para que su ejercicio profesional sea visto como esencial.
Destaca el CPTSPR que, fundamentados en los hallazgos del estudio mencionado en este Informe, hay profesionales laborando en primera línea de emergencia expuestos a riesgos. Que la profesión del Trabajo Social ha sido invisibilizada. Esta invisibilización se traduce en el abandono de las garantías, protecciones, incentivos y cuidados que requieren estos y estas profesionales para prestar sus servicios de forma segura y con el apoyo necesario.
El CPTSPR trajo ante la atención de la Asamblea Legislativa varias recomendaciones incluidas en el P. del. S. 683:

1) Equipos y materiales para el desempeño profesional durante Emergencias:
Las agencias públicas u organismos del sector privado que empleen profesionales de Trabajo Social deberán proveerles a estos los equipos tecnológicos necesarios, entiéndase computadoras, teléfono, internet, programas, aplicaciones y cualquier otro equipo tecnológico necesario para su quehacer profesional durante aquellas emergencias que requieran trabajo a distancia. De igual manera, será responsabilidad de las agencias y organismos del sector privado el mantenimiento y las actualizaciones que sean necesarias para el mejor funcionamiento del equipo. Así también cualquier otro equipo o material (por ejemplo, de protección de salud y seguridad), necesario para la prestación de los servicios durante la preparación, respuesta y recuperación de una emergencia.
2) Incentivos económicos a profesionales de Trabajo Social activos:
Los profesionales de Trabajo Social que estén activos en la prestación de servicios directos durante Emergencias deberán, sujeto a la disponibilidad de recursos, ser incluidos en planes de incentivos económicos que se habiliten como parte de la emergencia. Además, se otorgará un crédito contributivo de un diez por ciento (10 %) que será reclamado en el año contributivo correspondiente de ocurrir una Emergencia a nivel estatal que requiera la prestación de servicios de estos. Para la obtención del crédito, el patrono del profesional del Trabajo Social o agencia contratante certificará el destaque del profesional durante la emergencia. 

3) Reporte de profesionales del Trabajo Social afectados directamente por la Emergencia: 
La agencia pública responsable del manejo de la emergencia o aquella designada a recopilar los datos estadísticos durante cualquier Emergencia deberá recopilar estadísticas que documenten la cantidad de profesionales del Trabajo Social cuya salud física o metal se vea afectada, o que fallezcan en el ejercicio de sus funciones durante la Emergencia. Estas estadísticas deben ser informadas al CPTSPR. 
Además, recomendaron que el título de la medida tuviera un mensaje inclusivo y se nombrará: Ley para Declarar el Servicio que ofrecen profesionales del Trabajo Social como servicio esencial en situaciones de emergencia. Mencionan que, la Comisión Permanente de Legislación del CPTSPR ha estudiado el P. del S. 683, entendiendo que el mismo contiene las garantías que como organización profesional nos resultaban medulares y se incluyen en los Artículos 4, 5, 6, 7, 8 y 9 del proyecto. 

Finalmente, entienden que este proyecto hace justicia a la labor que realizan los y las profesionales del Trabajo Social en los distintos escenarios donde ejercen su práctica profesional. El Colegio de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico endosa el proyecto y recomienda que se apruebe, siendo una legislación de avanzada que reconocería una clase profesional que ha sido invisibilizada a pesar de participar activamente en la construcción de un país más equitativo, justo, democrático y solidario aportando al desarrollo humano, comunitario, social y económico. 

II) LA POSICIÓN DE LA ASOCIACIÓN NACIONAL DE ESCUELAS DE TRABAJO SOCIAL, INC., (en adelante, Asociación), fue de endoso al entonces P. del S. 1646 de la Decimoctava Asamblea Legislativa. La Asociación es una organización sin fines de lucro y de carácter académico, fundada en el 1992, que agrupa diez (10) Escuelas o Programas de Trabajo Social en diversas universidades en Puerto Rico con programas subgraduados y graduados, así como docentes, investigadores y estudiantes de Trabajo Social.
En su Memorial Explicativo, la Asociación reconoce que la profesión de Trabajo Social en Puerto Rico ha sido partícipe en la atención a las personas, las familias, los grupos y las comunidades en situaciones de emergencia y desastres. En esos eventos la participación de los profesionales de Trabajo Social ha sido esencial para identificar y atender las necesidades sociales, materiales, protección de la salud y los derechos de las personas afectadas. También, destacaron que la acción profesional los trabajadores sociales ha sido importante para atender los estresores que surgen en las situaciones de emergencia. Además, añaden que los profesionales del Trabajo Social ofrecen servicios que requieren una garantía de continuidad en los momentos de emergencia, por ejemplo, los procesos de protección de la niñez, del adulto mayor y los servicios de salud mental. 
III) LA POSICIÓN DE LA JUNTA EXAMINADORA DE PROFESIONALES DEL TRABAJO SOCIAL (en adelante, Junta), en la discusión del entonces P. del S. 1646, expresaron su es endoso a la legislación por entender que esta protege la salud, seguridad y dignidad de los y las profesionales del Trabajo Social. La Junta compareció asumiendo su responsabilidad de mantener un rol activo en la discusión de las políticas públicas que afectan la profesión de Trabajo Social y el país.
Mencionaron que desde su génesis las y los profesionales del Trabajo Social han estado en primera fila para intervenir con las personas que enfrentan situaciones de vulnerabilidad socioemocional y económicas. Subrayan que, sin embargo, a las y los profesionales del Trabajo Social no les ha sido reconocida su labor y competencia al estar presentes en todas las emergencias nacionales, resultando en una invisibilidad por parte de las estructuras institucionales. Esto, según la Junta, no ha sido diferente en momentos recientes, donde el país enfrentó múltiples situaciones de emergencia tales como huracanes, terremotos y ahora la pandemia del COVID-19. En particular, ante el COVID-19 las y los profesionales del Trabajo Social estuvieron presentes y no fueron incluidos como parte del Task Force Social en el Plan de Emergencia del Gobierno de Puerto Rico, aun cuando estuvieron laborando desde espacios gubernamentales y no gubernamentales.
Finalmente, la Junta concluye que, en su función cuasi pública, el endoso a la legislación porque, además, garantiza que estén presentes los y las Trabajadores Sociales como actores sociales para enfrentar cualquier situación de desigualdad e iniquidad que atenten contra los derechos humanos de la ciudadanía.
ENMIENDAS TRABAJADAS POR LA COMISIÓN
1) En la Exposición de Motivos se incorporó lenguaje para destacar el escenario acontecido en Europa que ante la pandemia del COVID-19, los servicios sociales fueron declarados servicios esenciales. Además, se incorporó un lenguaje adicional, a manera de conclusión, como elemento que sustenta los propósitos de la legislación.
2) En el Artículo 2, donde se atienden las definiciones se ha presentado un lenguaje más elaborado y específico del concepto “Emergencia”, el cual toma como referencia la Ley 76-2000, según enmendada, conocida como “Ley de Procedimientos para Situaciones o Eventos de Emergencia”, la consigan la política pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico para atender escenarios de emergencia.

3) Se incorpora la definición de “Trabajador Social”, utilizando los parámetros o requerimientos mínimos para el ejercicio de la profesión en Puerto Rico.

4) Se incorporó un nuevo Artículo 4, en el cual dejan establecidos de manera enumerada lo que son los deberes o responsabilidades de los profesionales del trabajo social, conforme los objetivos de la legislación.

5) Se incorporó un nuevo Artículo 6 consolidando el lenguaje para atender aquellos equipos, materiales o elementos necesarios para que un profesional del trabajo social pueda desempeñarse a cabalidad en un escenario de emergencia. Este nuevo lenguaje sustituye los Artículos 5 y 6 de la legislación tal cual fue radicada.
6) En el Artículo 7 que atiende el tema de la Capacitación Profesional y los procedimientos para que se les acrediten las horas de educación continua requeridas por ley a un profesional del trabajo social, se ha incorporado un nuevo lenguaje sobre el particular y se han establecido los deberes y responsabilidades del trabajador social para que su educación continua pueda ser considerada como asunto oficial en consideración al escenario de trabajo en cual labora.
7) En el Artículo 8 sobre el cual se atiende el tema de los incentivos económicos se ha incorporado un nuevo lenguaje aclaratorio en comparación con el existente.
8) Se ha eliminado el Artículo 9 y renumerado los subsiguientes Artículos. La eliminación de dicho Artículo responde a que se le impone a la agencia pública responsable del manejo de una emergencia el rigor de recopilar data estadística específica sobre las labores que realice un profesional del trabajo social durante esta, en criterios tan específicos como: “[c]uya salud, física o mental se vea afectada, o que fallezca en el ejercicio de sus funciones durante la Emergencia.”
El contenido de este artículo, da entender que los profesionales del trabajo social que brinden servicios durante una emergencia están adscritos a la agencia pública responsable del manejo de la emergencia, lo que no es correcto. Los trabajadores sociales de conformidad a los propósitos de esta legislación, que puedan laborar durante un escenario de emergencia, entre otros, son aquellos adscritos a distintas entidades del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, que no necesariamente están bajo la dirección o supervisión de la agencia a cargo del manejo de la emergencia.
9) El Artículo que atiende el tema de la Separabilidad, se ha incorporado un lenguaje mucho más conciso, pero que cumple con la intención propuesta mediante la legislación.
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

De conformidad con la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, el P. del S. 683 no impone obligaciones adicionales en exceso a los ingresos disponibles de los gobiernos municipales, por lo cual no se requiere solicitar memoriales o comentarios de las organizaciones que agrupan a los municipios ni a las entidades gubernamentales relacionadas con los municipios.
CONCLUSIÓN

La Comisión de Bienestar Social y Asuntos de la Vejez reafirma su compromiso y responsabilidad de promover legislación sobre todo asunto relacionado con el desarrollo, funcionamiento y la supervisión de servicios de bienestar social. Corresponde a esta Asamblea Legislativa, ante las situaciones críticas que esta viviendo la ciudadanía, y la necesaria atención ineludible e inaplazable, adoptar todas las medidas que garanticen los servicios sociales que protegen el bienestar, la salud y seguridad de los ciudadanos. Para ello, los servicios sociales, cuyos actores son los profesionales del Trabajo Social, son fundamentales y estratégicos en la atención de las emergencias, así como son efectivos y necesarios para garantizar el buen funcionamiento del país. 

Ante el incremento de tantas situaciones de crisis y traumas colectivos e individuales que está viviendo Puerto Rico, se hace prioritario declarar los Servicios Sociales como Servicios Esenciales y comenzar a establecer protocolos y criterios unificados de intervención ante todas estas emergencias. Esta Comisión hace hincapié en que es preciso hacer una previsión del impacto en el periodo postcrisis, tomando medidas específicas ante la previsible avalancha de incremento de las necesidades sociales. 
En momentos como los que se viven hoy, se hace imprescindible reconocer la labor de los profesionales del Trabajo Social, muchas veces invisibilizada y otras tantas reducidas a la gestión de emergencia. Estas crisis de emergencia que ya han atendido responsablemente los profesionales del Trabajo Social en el pasado, se suman a la emergencia social que el país viene arrastrando hoy. En este contexto de desigualdad, vulnerabilidad y confinamiento los profesionales del Trabajo Social han sido puntuales en la puesta en marcha de los mecanismos necesarios para conformar los pilares del Estado de Bienestar. Siendo así, hoy más que nunca es fundamental y necesario hacer visible la importancia de lo Social y llamarlo por su nuevo apellido: Esencial y revalorizar, con todas sus garantías, sus protagonistas, su contenido y su función. 
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Bienestar Social y Asuntos de la Vejez del Senado de Puerto Rico, previo estudio, análisis y consideración, recomienda la aprobación del P. del S. 683, con enmiendas contenidas en el Entirillado Electrónico que lo acompaña.

Respetuosamente sometido,

Hon. Rosamar Trujillo Plumey
Presidenta
Comisión de Bienestar Social y Asuntos de la Vejez
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